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IMPROCEDENCIA TUTELA CONTRA ACTUACIÓN ELECTORAL/ Acción electoral es el medio ordinario e idóneos para debatir la legalidad del trámite/ No se acreditó perjuicio irremediable

“(…) desde siempre ha considerado propicia y eficaz la acción electoral, no sólo por el término establecido para que la jurisdicción contencioso administrativa decida la misma, de conformidad con lo establecido en el parágrafo del artículo 264 de la Carta Política -1 año y en única instancia 6 meses-, sino por la posibilidad de solicitar la aplicación de la figura de la suspensión provisional de los actos administrativos prevista en el artículo 231 de La Ley 1437 de 2011. 

Lo anterior, sumado al hecho de que en el libelo inicial no se hizo referencia al porqué debía atenderse de manera preferente las irregularidades evidenciadas en el proceso de escrutinios través de la vía de tutela o cuál es la razón para considerar que el mecanismo ordinario previsto por la legislación para controvertir los actos de declaratoria de elección, en este caso particular no resulta idóneo ni eficaz.”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-123 de 2007 y T-343 de 2015.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, dieciocho de marzo de dos mil dieciséis
Acta N°_____de 18 de marzo de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la Acción de Tutela propuesta por los señores JAVIER AUGUSTO GUTIERREZ VALENCIA, LUZ MIRELIA QUIROZ USMA, GUILLERMO CASTAÑEDA SANDOVAL, ELIZABETH MARIN ORJUELA, MARÍA DEL CARMÉN CORTÉS, SERGIO ALEJANDRO MARIN OSPINA, JOSÉ MARIO GILDARDO BARRETO, MARIANA PEÑUELA, OSIEL MORENO BLANDUM, NATALIA BEDOYA BEDOYA, JORGE ISAAC ROSA BEDOYA, MARÍA SUSANA TABORDA GÓMEZ, MARÍA ISABEL VIVAS BOTERO, CARLOS FERNANDO LONDOÑO CORREA y LUZ JANETH MARIN CAÑAVERAL contra la REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL,  donde fueron vinculados Fernando Antonio Pineda, Atilano Córdoba Maturana, Carlos Enrique Torres Jaramillo, Carolina Giraldo Botero, Edwar James Murillo, José Norbey Quiceno Ospina, Judith Giraldo Giraldo, Maicol Lopera Cardona, Pablo Giordanelli Delgado, Steven Cárdenas Espinosa, Carlos Alberto Henao, Carlos Alfredo Crosthwaite, Carlos Mario Gil, César Augusto Gómez, Jaime Esteban Duque García, Juan Alejandro de la Cruz Méndez, Julián Andrés Ospina Posada, Mauricio Noreña Ospina y Samir Arley Palacio Bedoya, en su condición de Concejales electos de Pereira.
ANTECEDENTES

nforman los accionantes, que una vez fueron realizadas las elecciones para elegir Gobernadores, Alcaldes, Diputados, Concejales y Ediles de Juntas Administradoras Locales el pasado 25 de octubre de 2015, en las cuales participaron ejerciendo su derecho al voto, se dio paso a la comisión escrutadora, la cual, entre otras funciones, tenía a su cargo la validación de la información en los formularios E-14 y E-26 de la Registraduría Nacional del Estado Civil.

Sostienen que en dicho proceso se evidenciaron errores en el diligenciamiento de los citados formatos, situación que fue informada oportunamente las autoridades competentes, sin obtener ningún pronunciamiento de su parte; no obstante lo anterior, y gracias a la información suministrada en la página web de la Registraduría Nacional del Estado Civil, al ser revisada la zona 2 en relación con la votación para el Concejo de Pereira y compararla con los formularios E-24 y con las actas finales de escrutinios, se hicieron visibles los yerros encontrados en el 56% de las mesas escrutadas, consistentes en errores aritméticos, tachones, enmendaduras, mesas con totalidad de votos incinerados pero que reportaban votación a favor de los candidatos, mesas con mayor votación a la encontrada en las urnas, rayas que equivalen a cero convertidas en números, alteración de números y mesas con más del 10% de votos nulos y/o sin reporte de votos en blanco, nulos y no marcados, entre otras irregularidades detectadas, de las cuales afirman aportan prueban en el presente trámite.
Es por todo lo anterior, que consideran que la omisión en la que incurrió la Registraduría Nacional del Estado Civil, vulnera sus derechos fundamentales a “elegir y ser elegido, a tomar parte en las elecciones, a la participación democrática”, por lo  que solicitan su protección y como consecuencia, se ordene a dicha entidad realizar nuevamente los escrutinios, abriendo y recontando cada una de las bolsas que contiene los votos de la Zona 2 del Concejo de Pereira. 
TRAMITE IMPARTIDO

Admitida la acción de tutela, mediante auto de fecha 7 de marzo de 2015,  se corrió traslado por dos (2) días a las entidades accionadas y se vinculó a los actuales miembros del Concejo Pereira, con el fin de que en el mismo término se pronunciaran sobre los hechos y pretensiones en que se fundamentó la presente acción.

Los accionados se vincularon a la litis dando respuesta a la demanda así:

Los Concejales Carlos Enrique Torres Jaramillo y Edward James Murillo Zuluaga, a través de procurador judicial, luego de referirse a cada uno de los hechos de la acción, indicaron que en el proceso electoral llevado a cabo el 25 de octubre de 2015, se dieron todas las garantías constitucionales y legales por parte de las entidades competentes, cumpliendo entonces con lo reglado por el artículo 134 y siguientes del Código Electoral, refiriendo además que el acto declaratorio de elección proferido por una comisión escrutadora, no puede ser modificado por ninguna autoridad administrativa.
Frente a la tutela como mecanismo de protección, precisaron que no procede en este caso, dado que existen medios ordinarios dispuestos por el legislador para ventilar la controversia planteada, máxime cuando no se evidencia la vulneración de derecho fundamental alguno.

Por último hicieron notar la falta de inmediatez y la improcedencia de la tutela, al percibir que los accionantes no ejercieron oportunamente las acciones legales, operando la caducidad de las mismas.
La Registraduría Nacional del Estado Civil, previo recuento normativo relacionado con su naturaleza jurídica y el proceso eleccionario, indicó que el escrutinio de ninguna manera es sustituible por el preconteo o conteo rápido de mesa cuyos resultados son plasmados en los formatos E-14, siendo realmente los resultados oficiales, según el Código Electoral, los obtenidos luego de culminarse el proceso de escrutinio, a cargo de las comisiones escrutadoras y del Consejo Nacional Electoral, quienes profieren la declaratoria de elección mediante acto administrativo demandable a través de la acción de nulidad electoral que se tramita ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, conforme los lineamientos del artículo 229 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que no puede ser modificado por ninguna autoridad administrativa. 
En armonía con lo anterior, sostiene entonces que la acción de tutela no es el mecanismo llamado a resolver el conflicto planteado, dado que fue concebido como medio subsidiario y residual de protección, por lo que no puede ser utilizado como una jurisdicción paralela o como una instancia adicional de revisión de actos, ni mucho menos desplazar las acciones previstas por el legislador para controvertir el acto que declara de la elección.

Finalmente, concluye que al no ser una de sus obligaciones legales realizar el proceso de escrutinios, pues en el mismo participa con funciones secretariales y, carecer de competencia para anular el acto declaratorio de elección, se ha configurado la excepción de Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva.
Los Concejales Maicol Lopera Cardona y Jaime Esteban Duque García, afirmaron que el proceso electoral que terminó con la declaratoria de su elección, fue realizado bajo la ritualidad de las normas que regulan la materia, siendo garantizados por las autoridades electorales las vías de reclamación ante la comisión escrutadora, tal y como lo ha manifestado la Registraduría Nacional del Estado Civil al dar respuesta a la presente acción.
Sostienen que existiendo otros medios de defensa judicial, la tutela no resulta procedente para lograr a través de este medio la nulidad electoral prevista en el artículo 139 de CPACA, menos aún, cuando no se evidencia la existencia de un perjuicio irremediable que permita amparar derechos fundamentales de manera transitoria.
Informaron finalmente, que aunque los accionantes no hicieron uso del medio del medio de control de nulidad electoral, debido a que opero el fenómeno de la caducidad, actualmente cursa un proceso de esa naturaleza ante la jurisdicción contenciosa, donde se discuten similares hechos a los planteados por en el libelo introductor.

El Concejal Mauricio Noreña Ospina, indicó que como candidato al Concejo de Pereira, estuvo vigilante de todo el proceso de elección llevado a cabo el 25 de octubre de 2015, incluida la etapa de los escrutinios, a la cual asistió con los testigos debidamente acreditados, concluyendo que el mismo se surtió dentro de los parámetros legales y constitucionales y con total transparencia, confirmando además que sus reclamaciones fueron atendidas de manera oportuna y conforme la normatividad que regula el tema.

Coincide con los demás miembros del Concejo, con la improcedencia de acción de tutela para atender el fondo del asunto, dada su naturaleza residual y subsidiaria y la existencia de medios ordinarios para lograr la reivindicación de derechos, salvo que se impetre para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, lo cual no es el caso.
Además sostuvo que no se configura la inmediatez en la medida en que no se acudió de manera oportuna a la vía constitucional, pues los comicios fueron realizados el 25 de octubre de 2015 y la acción de tutela fue presentada cuando ya había vencido el término de caducidad de la demanda de nulidad electoral, pretendiendo los accionantes utilizar la primera como un mecanismo alterno, cuando no fue concebido para tales fines.
Los Delegados Departamentales de la Registraduría Nacional del Estado Civil para Risaralda, en su oportunidad indicaron que las reclamaciones y recursos formulados en los escrutinios fueron resueltos oportunamente, de no haber sido así, los testigos electorales, quienes deben acreditar ser profesionales en derecho, habrían tomado las medidas legales del caso, precisando también que las inconformidades que no fueron presentadas oportunamente ante la Comisión Escrutadora a través de los testigos electorales, caducaron.

Sostiene que todo el proceso electoral se desarrolló con total transparencia, y en él participaron funcionarios y empleados de la Rama Judicial y  los Notarios como integrantes de la Comisión Escrutadora, indicando que la Procuraduría General de Nación también hizo parte de este proceso con eficiencia y decoro, como garante de los derechos de los cuales gozan quienes hicieron parte del proceso electoral, al igual que la Fiscalía General de la Nación, la Policía Nacional y Organizaciones No Gubernamentales como “Misión Observación Electoral” -MOE-
Refiere que se cumplió a cabalidad con lo dispuesto en el artículo 134 y ss del Código Electoral, en relación con las medidas de seguridad y la cadena de custodia, así como con la publicación de los resultados oficiales de la elección, luego de concluir los escrutinios a cargo de las comisiones escrutadoras y el Concejo Nacional Electoral, según sea el caso, quienes también se encargaron de expedir la declaratoria de elección, acto susceptible de control a través de la acción contenciosa de nulidad electoral.
Como sus codemandados, considera, con los mismos argumentos por ellos expuestos,  que la acción de tutela en este caso es improcedente. 

Los Concejales Pablo Giordanelli Delgado, Carlos Alberto Henao Serna, Atilano Cordoba Maturana, Reinaldo Steven Cárdenas Espinosa, Judith Giraldo Giraldo César Augusto Gómez Betancur y José Norbey Quiceno Ospina, a través de apoderado judicial, a su turno cuestionaron la procedencia de la acción de tutela como mecanismo principal para atender los reclamos de los accionantes, dado que la misma fue concebida como un medio residual y subsidiario llamado a amparar derechos de orden constitucional y no legal, porque para éstos últimos fueron previstos por el legislador las acciones ordinarias.
Exponen que no obstante existen eventos en los cuales se puede hacer uso de acción de tutela ante la ocurrencia de un perjuicio irremediable, pero que en realidad este no es uno de esos casos, debiendo entonces los accionantes acudir a la demanda de nulidad electoral.
Consideran que en el presente caso, los accionantes están desvirtuando las bondades de la acción de tutela utilizándola como medio para subsanar su inactividad, toda vez que dejaron transcurrir el término de caducidad con que cuenta el medio ordinario previsto por el legislador.
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿Es procedente la acción de tutela para controvertir y solicitar la corrección de los actos previos al acto de declaratoria de elección? 
Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.
Al respecto ha dicho la Corte Constitucional en la T-343-15:

“De lo anterior se colige que la acción de tutela no es tiene como propósito servir de mecanismo alterno o de reemplazar a los medios judiciales ordinarios con los que cuenta todo ciudadano para la protección de sus derechos y la solución de controversias.  En este sentido, esta Corporación ha dejado claro que “(…) de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo”.
(…)
(…) se hace énfasis en que la decisión sobre la procedencia o no de la acción de tutela como mecanismo principal o transitorio de protección aun existiendo otro mecanismo judicial ordinario, requiere de un estudio por parte del juez de tutela sobre las circunstancias específicas de cada caso concreto, las condiciones del accionante y el contexto en el cual se alega la vulneración de los derechos fundamentales. En otras palabras, la procedibilidad de la acción de tutela cuando existen otras acciones jurídicas ordinarias no puede determinarse en abstracto, sino que requiere una valoración por parte del juez acerca de la idoneidad y eficacia que puede tener la vía ordinaria en relación con las circunstancias específicas del accionante, así como la posibilidad de que se configure un perjuicio irremediable, siempre de acuerdo con los criterios que ha establecido esta Corporación y a los que ya se ha hecho referencia.
2. ACCIÓN DE TUTELA PARA CONTROVERTIR EL ACTO QUE DECLARA LA  ELECCIÓN.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que existen mecanismos idóneos para controvertir actos administrativos de carácter particular y concreto, pues la parte afectada cuenta con la posibilidad de solicitar ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo su suspensión provisional, petición que es resuelta desde el momento mismo de admitirse la demanda. 
En el caso de los actos de declaración de elección, el Código Contencioso Administrativo, en su artículo 139, prevé que el control del mismo debe ejercerse a través de la Acción de Nulidad, siendo éste extensivo a “las decisiones adoptadas por las autoridades electorales que resuelvan sobre reclamaciones o irregularidades respecto a la votación o de los escrutinios”.
Frente a dicho mecanismo de defensa judicial, la Corte Constitucional en Sentencia T-123-2007, retomando lo dicho en la T-510-2006  indicó lo siguiente:

“Con base en ello se concluyó que la participación de cualquier persona como demandante o interviniente, la variedad de causales de nulidad previstas en el artículo 223 del Código Contencioso –a las que se pueden sumar las genéricas de anulación de todo acto administrativo
-, la posibilidad de discutir no sólo el acto de elección sino los actos previos y los que resuelven reclamaciones en vía administrativa
, y en general, las características mismas del proceso electoral, hacen que éste sea el ámbito natural e idóneo “de discusión de los derechos del aspirante no elegido, del elector cuyo voto no es respetado o el de cualquier persona que en ejercicio de sus derechos ciudadanos se encuentre interesada en la defensa del interés general, del principio de legalidad o de la pureza del sufragio.” 
 (se subraya) Y que, por tanto, el derecho de elegir y ser elegido debía ser entendido en su doble dimensión derecho-función, es decir, “sujeto a las condiciones fijadas en la Constitución y la ley”, de manera que, tanto los electores como los candidatos deben observar las reglas para participar en las elecciones, “así como las que el mismo ordenamiento establece para el control administrativo y judicial de los actos de elección y nombramiento, pues todas ellas, en su conjunto y no de forma aislada, garantizan la institucionalidad misma y el respeto de los principios de participación democrática previstos en la Constitución.”(se subraya)

Por tanto, se concluyó que el legislador había previsto un mecanismo especial para la defensa del derecho a elegir y ser elegido -el proceso electoral-, al cual deben sujetarse quienes se consideren afectados con el acto de elección.

(…)

Ahora en relación con la eficacia e idoneidad de dicho mecanismo y la procedencia de la acción de tutela como mecanismo principal, se dijo en la misma providencia:
“Cabe señalar que la eficacia de la acción electoral está relacionada además con la regulación legal del respectivo proceso, el cual se encuentra estructurado a partir de un principio de celeridad (plazo de caducidad de 20 días, términos reducidos e improrrogables para tramitar el proceso y dictar sentencia, etc.), que se complementa con la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto de elección cuando existe violación directa de la Constitución o la ley (art. 230 C.C.A.). Como señaló esta Corporación al referirse al término de caducidad de la acción, la brevedad de dicho plazo se justifica por la necesidad de  (i) dar certeza “a actos que, como los que declaran una elección o hacen un nombramiento, no pueden quedar suspendidos indefinidamente en el tiempo, so pena de vulnerar los derechos reconocidos por la propia Carta Política a los aspirantes a ocupar un cargo o a los funcionarios ya electos (artículo 40 inciso 1 y numeral 1)”; y (ii) proteger “las garantías de la comunidad, expresadas en la aspiración a gozar de un sistema administrativo, legislativo y judicial -i.e. un orden político- estables, en clara concordancia con el principio de seguridad jurídica.” 

(…)

Conforme a lo expuesto, frente al proceso electoral la tutela conserva su carácter residual y subsidiario, pues por regla general será improcedente para dejar sin efecto actos de elección
, dada la existencia de un medio jurisdiccional público y abierto para controvertir y defender su legalidad, según el interés que el demandante tenga en la protección del derecho a elegir o ser elegido, en la pureza del sufragio o en la legalidad abstracta de los actos administrativos. Como se señaló en la Sentencia T-510 de 2006
, el proceso electoral será el llamado a agotar la jurisdicción del Estado en esa materia, “pues la sentencia que allí se pronuncie no sólo definirá situaciones concretas e individuales de elegidos y aspirantes, sino que dará seguridad a la ciudadanía sobre la conformación del poder público y la continuidad de las instituciones democráticas.” 
3. CASO CONCRETO

En el presente asunto los actores sienten afectados sus derechos fundamentales a elegir y ser elegido y al ejercicio del voto como mecanismo de participación ciudadana, al considerar que existen una serie de irregularidades en los escrutinios llevados a cabo con ocasión a las elecciones realizadas día 25 de octubre de 2015, en las que se eligieron, entre otros cargos los Concejales del municipio de Pereira.

Indican que los errores e inconsistencia denunciadas oportunamente, sin pronunciamiento alguno de las entidades competentes, se evidenciaron en el análisis de los formularios E-14, al ser comparados con los formatos E-26 y las actas finales de escrutinios.
Tal y como se presentan las cosas, las irregularidades a que hacen alusión los tutelantes se presentaron con antelación al acto declaratorio de elección, por lo que resulta claro que tales actuaciones debieron ser objeto de control por la vía contencioso administrativa, tal como lo prevé el artículo 139 del Estatuto Procesal de esa especialidad, a través de la demanda de nulidad de elección, consagrada en el artículo 275 de la misma codificación.

Ahora, como quiera que la Corte Constitucional ha establecido como requisito para que proceda la acción de tutela  en los casos en que existen mecanismos ordinarios de defensa judicial, que éstos no resulten idóneos y eficaces en relación con los fines para los cuales han sido concebidos, es del caso precisar que esa misma Corporación desde siempre ha considerado propicia y eficaz la acción electoral, no sólo por el término establecido para que la jurisdicción contencioso administrativa decida la misma, de conformidad con lo establecido en el parágrafo del artículo 264 de la Carta Política -1 año y en única instancia 6 meses-, sino por la posibilidad de  solicitar la aplicación de la figura de la suspensión provisional de los actos administrativos prevista en el artículo 231 de  La Ley 1437 de 2011. 
Lo anterior, sumado al hecho de que en el libelo inicial no se hizo referencia al porqué debía atenderse de manera preferente las irregularidades evidenciadas en el proceso de escrutinios través de la vía de tutela o cuál es la razón para considerar que el mecanismo ordinario previsto por la legislación para controvertir los actos de declaratoria de elección, en este caso particular no resulta idóneo ni eficaz.

Así las cosas, no advierte la Sala mérito para que en el presente asunto, se invada la órbita del juez natural, ni si quiera como mecanismo transitorio, pues ni se alegó, ni se demostró la ocurrencia del perjuicio irremediable, como requisito de procedibilidad para amparar derechos fundamentales por la vía constitucional.
Por otro lado, si la verdadera intención de los accionantes era suplir a través de este medio su inactividad, representada en el vencimiento del término previsto en el literal a) del numeral 2º del artículo 164 del CPACA, para impetrar la acción de nulidad electoral, debe recordarse que ésta acción no fue prevista para subsanar las omisiones en las que hayan incurrido y que impidieron el ejercicio oportuno de sus derechos, ni como alternativa ante la no utilización en término de los procedimientos establecidos en la Ley. 
Las razones anteriores resultan suficientes para declarar improcedente  la acción de tutela impetrada los señores Javier Augusto Gutiérrez Valencia, Luz Mirelia Quiroz Usma, Guillermo Castañeda Sandoval, Elizabeth Marín Orjuela, María del Carmen Cortés, Sergio Alejandro Marin Ospina, José Mario Gildardo Barreto, Mariana Peñuela, Osiel Moreno Blandum, Natalia Bedoya Bedoya, Jorge Isaac Rosa Bedoya, María Susana Taborda Gómez, María Isabel Vivas Botero, Carlos Fernando Londoño Correa y Luz Janeth Marín Cañaveral.
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR  improcedente la acción de tutela instaurada los señores  JAVIER AUGUSTO GUTIERREZ VALENCIA, LUZ MIRELIA QUIROZ USMA, GUILLERMO CASTAÑEDA SANDOVAL, ELIZABETH MARIN ORJUELA, MARÍA DEL CARMÉN CORTÉS, SERGIO ALEJANDRO MARIN OSPINA, JOSÉ MARIO GILDARDO BARRETO, MARIANA PEÑUELA, OSIEL MORENO BLANDUM, NATALIA BEDOYA BEDOYA, JORGE ISAAC ROSA BEDOYA, MARÍA SUSANA TABORDA GÓMEZ, MARÍA ISABEL VIVAS BOTERO, CARLOS FERNANDO LONDOÑO CORREA y LUZ JANETH MARIN CAÑAVERAL contra REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL,  donde fueron vinculados Fernando Antonio Pineda, Atilano Córdoba Maturana, Carlos Enrique Torres Jaramillo, Carolina Giraldo Botero, Edwar James Murillo, José Norbey Quiceno Ospina, Judith Giraldo Giraldo, Maicol Lopera Cardona, Pablo Giordanelli Delgado, Steven Cárdenas Espinosa, Carlos Alberto Henao, Carlos Alfredo Crosthwaite, Carlos Mario Gil, César Augusto Gómez, Jaime Esteban Duque García, Juan Alejandro de la Cruz Méndez, Julián Andrés Ospina Posada, Mauricio Noreña Ospina y Samir Arley Palacio Bedoya, en su condición de Concejales electos de Pereira.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO 

                                                                                     En uso de permiso       
LEONARDO CÓRTES PÉREZ
Secretario
� Pueden verse, entre otras, las sentencias del 2 de noviembre de 2000, Consejo de Estado, Sección Quinta. M.P Reinaldo Chavarro Buriticá y del 24 de junio de 2004, de la misma corporación y sección, pero con ponencia del Doctor Darío Quiñones Pinilla. 


� Sentencia del 2 de diciembre de 2005, M.P. Darío Quiñones Pinilla. Sección Quinta, Consejo de Estado.


� M.P. Álvaro Tafur Gálvis.


� Sentencia C-781 de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz.


� La Corte ha aceptado excepciones en el caso de los nominadores que no han respetado el orden de las listas de  elegibles: “En concreto, con respecto a la acción electoral y a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, la Sala Plena de la Corte, en Sentencia de unificación de jurisprudencia, ha determinado que carecen de la eficacia necesaria para proveer un remedio pronto e integral, cuando no se atienda rigurosamente el orden de las listas de elegibles para proveer cargos en la rama judicial.” (Sentencia SU-961 de 1999, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa)


� M.P. Álvaro Tafur Gálvis.
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